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La Sala de Casación Laboral… ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado”. 

Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. (…)
…el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández, después de narrar las circunstancias médicas en las que se encuentra, le atribuyó su origen y consecuente desarrollo al accidente de trabajo ocurrido el 26 de agosto de 2005, lo cual, en sentir del apoderado judicial de la AFP Protección S.A. se constituye en una confesión por parte del actor.

Ahora, para que esa afirmación pueda tomarse como una verdadera confesión, la misma debe contener los requisitos establecidos en el artículo 191 del CGP, sin embargo, basta observar la exigencia prevista en el numeral primero de la norma en cita, para llegar a la conclusión que lo expresado por el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández en ese aspecto, no constituye confesión, en consideración a que él no tiene la capacidad jurídica para definir un aspecto técnico-científico como lo es origen de su invalidez …

En cuanto a la contabilización del término de prescripción, en este tipo de prestación económica, al depender el reconocimiento del derecho del estado de invalidez del afiliado, el cual solo es conocido cuando se emite el correspondiente dictamen de pérdida de la capacidad laboral por la entidad facultada para ello, el mismo solo empieza a correr a partir del día siguiente en que el experticio queda en firme, tal y como lo recordó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL 1794 de 22 de mayo de 2019 radicación 79582…
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ 

AUDIENCIA PÚBLICA

Hoy, treinta y uno de julio de dos mil diecinueve, siendo las nueve y treinta minutos de la tarde, la Sala de Decisión Laboral Nº 3 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver los recursos de apelación interpuestos por el demandante JORGE ELIECER VIDAL HERNÁNDEZ y por la codemandada AFP PROTECCIÓN S.A. en contra de la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 3 de diciembre de 2018, dentro del proceso en el que también se encuentra demandada AXA COLPATRIA SEGUROS DE VIDA S.A., cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-001-2014-00476-02.
Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:
ANTECEDENTES
Pretende el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández que la justicia laboral declare frente a la ARL Axa Colpatria Seguros de Vida S.A. que: i) Sufrió dos accidentes laborales el 11 de marzo y el 26 de agosto de 2005; ii) Las incapacidades sufridas a partir del 26 de agosto de 2005 han sido de origen laboral; iii) Se declare que tiene una invalidez por PCL superior al 50%, estructurada el 11 de marzo de 2006. Con base en ello aspira que se condene a la referenciada ARL, de manera principal, a reconocer y pagar la pensión de invalidez en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor; y de manera subsidiaria que se le condene a reconocer y pagar las incapacidades generadas con posterioridad al 9 de mayo de 2008.
En caso de que no se accedan a esas pretensiones, solicita que se declare que tiene una PCL superior al 50% de origen común, lo que ocasiona que se condene a la AFP Protección S.A. a que, de manera principal, reconozca y pague la pensión de invalidez en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente, lo que resulte probado extra y ultra petita y las costas procesales a su favor; y en forma subsidiaria, que se le ordene reconocer y pagar las incapacidades causadas desde el 9 de mayo de 2008.
Refiere que: Prestó sus servicios en el parque recreacional Panaca entre el 1º de julio de 1999 y el 26 de agosto de 2005, momento a partir del cual lo incapacitaron debido a las secuelas sufridas en dos accidentes de trabajo sufridos el 11 de marzo y el 26 de agosto de 2005; desde esa fecha su salud ha venido deteriorándose paulatinamente, debido a una serie de patologías que lo continúan aquejando; a través de proceso ordinario laboral adelantado ante el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Armenia, se condenó a la AFP demandada a cancelar las incapacidades hasta el 8 de mayo de 2008; en la sentencia de segunda instancia, que confirmó la decisión del a quo, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Armenia indicó que las personas incapacitadas aún después de haber sido calificadas, tienen derecho a que les continúen cancelando el correspondiente auxilio; hasta la fecha de presentación de la demanda si continúa incapacitado.
En el mes de octubre de 2010 fue calificado con una PCL del 36.17% estructurada el 22 de julio de 2009 y de origen común; sin embargo, inconforme con el resultado y pasados algo más de 4 años desde la última valoración, solicitó el 13 de octubre de 2013 una nueva calificación, pero a pesar de ello, no ha recibido respuesta a ese requerimiento. Desde el 2 de noviembre de 2008 no se le continuaron realizando cotizaciones al sistema general de salud y de pensiones.

Al dar respuesta a la demanda –fls.139 a 145- la AFP Protección S.A. aceptó que la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda emitió dictamen de PCL del señor Vidal Hernández en octubre del año 2010 en los términos expuestos en la demanda, pero aclaró que no fue el único dictamen que calificó la PCL del accionante, puesto que previa y posteriormente fue objeto de varias calificaciones, siendo el último de ellos el expedido por la Junta Nacional de Calificación de Invalidez el 31 de mayo de 2011. Frente a los demás hechos expresó que no le constaban o que le eran ajenos. Se opuso a las pretensiones dirigidas en su contra y propuso “Inexistencia de la obligación, cobro de lo no debido, ausencia de derecho sustantivo y Falta de causa en las pretensiones de la demanda”, “Buena fe”, “Prescripción”, “Innominada o genérica”.
Por su parte la ARL AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. contestó el libelo introductorio –fls.197 a 209- expresando que las patologías que generan la PCL del demandante son de origen común y por lo tanto no le asiste ninguna responsabilidad frente a las prestaciones económicas que pretende frente a esa entidad, motivo por el que se opuso a las pretensiones encaminadas en su contra. Formuló las excepciones de mérito que denominó “Ausencia de obligaciones a cargo de la ARL AXA Colpatria Seguros de Vida S.A. (antes ARL Seguros de Vida Colpatria S.A.)”, “Cobro de lo no debido”, “Límite de la eventual obligación a cargo de seguros de vida Colpatria S.A. Administradora de Riesgos Profesionales”, “Prescripción y cualquier otra excepción perentoria que se derive de la Ley o del Contrato de Riesgos Laborales” e “Innominada o genérica”.
En sentencia de 3 de diciembre de 2018, la funcionaria de primer grado estableció que, a pesar de que el demandante afirmó haber sufrido dos accidentes de trabajo en el año 2005, la verdad es que en el proceso únicamente quedó demostrado el acaecido el 26 de agosto del año 2005, ya que no existe prueba que de fe de la ocurrencia del supuesto evento presentado el 11 de marzo de 2005.

Aclarada dicha situación, continuó la providencia expresado que le otorgaba plena validez a la prueba pericial decretada y practicada en el curso del proceso, consistente en el dictamen emitido por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 7 de marzo de 2018, en la que estableció que el accionante tenía una PCL del 68.30% estructurada el 6 de enero de 2010 y de origen común, manifestando respecto a este último ítem, que guardaba concordancia con las demás valoraciones efectuadas al accionante en donde siempre se indicó que el origen de las patologías era común, debido a que ninguno de los factores invalidantes se desprenden del accidente de trabajo ocurrido el 26 de agosto de 2005.
Con base en ello y después de verificar que el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández cumplía con la densidad de semanas exigidas dentro de los tres años anteriores a la estructuración de la invalidez, declaró que él tiene derecho a que se le reconozca y pague la pensión de invalidez a cargo de la AFP Protección S.A. a partir del 6 de enero de 2010 en cuantía equivalente al salario mínimo legal mensual vigente y por 14 mesadas anuales, lo que la llevó a condenar a esa entidad a reconocer y pagar el retroactivo pensional causado desde esa calenda, el cual no se ha visto afectado por el fenómeno de la prescripción, debido a que el estado de invalidez se definió el 7 de marzo de 2018 con el experticio ordenado por el despacho. Autorizó a la AFP a descontar el 12% correspondiente a los aportes en salud, pero se abstuvo de condenarla en costas, por cuanto el derecho solo se concretó en el curso del proceso.

Inconformes con la decisión, el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández y la AFP Protección S.A. interpusieron recurso de apelación en los siguientes términos:

La apoderada judicial de la parte actora manifestó que al haber resultado vencida en el proceso la AFP Protección S.A., era deber del juzgado de conocimiento condenarla en costas procesales, pues así lo establece el artículo 365 del CGP.

Por su parte el apoderado judicial de la AFP Protección S.A. considera que con en la demanda el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández confiesa que las patologías que generan su PCL surgen a partir de los accidentes de trabajo acaecidos en el año 2005 y que han hecho que su salud se vea menguada con el paso del tiempo; confesión esta que lo releva de cualquier responsabilidad respecto al demandante.
En todo caso, de no aceptarse ese argumento, al analizar las pruebas documentales allegadas al proceso, sobre todo el historial clínico referenciado en el dictamen emitido el 7 de marzo de 2018, se tiene que llegar a la conclusión de que el origen de la invalidez del demandante es de orden laboral, ya que la evolución de las patologías del señor Jorge Eliecer Vidal Hernández nacen a partir de la ocurrencia de los accidentes que tuvo con ocasión de sus actividades profesionales en el año 2005.

Si bien dice estar inconforme con el tema de la prescripción, al sustentar dicho punto hace referencia a la fecha a partir de la cual debió reconocerse el derecho pensional, ya que estima que no puede tomarse como tal el momento en que se estructuró la invalidez, sino que debe fijarse a partir de la presentación de la demanda, puesto que el derecho se consolidó con el experticio llevado a cabo en el proceso.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
Oídas las argumentaciones a esta Sala de Decisión le corresponde resolver el siguiente PROBLEMA JURIDICO:

¿Existe confesión por parte del señor Jorge Eliecer Vidal Hernández cuando en la demanda afirma que las patologías que generan su PCL son de origen laboral?
¿Quedó demostrado en el proceso que las patologías invalidantes del señor Jorge Eliecer Vidal Hernández surgieron del accidente de trabajo reportado el 26 de agosto de 2005?

De conformidad con la respuesta al interrogante anterior ¿Cuál es el origen de la invalidez del accionante?

De tener derecho a la pensión de invalidez el demandante ¿A partir de qué fecha debe reconocérsele el status de pensionado?

Con el propósito de dar solución a los interrogantes en el caso concreto, la Sala considera necesario precisar, los siguientes aspectos:
EL DICTAMEN DE LA JUNTA DE CALIFICACION DE INVALIDEZ COMO PRUEBA DENTRO DEL PROCESO JUDICIAL

La Sala de Casación Laboral por medio de las sentencias de 29 de junio de 2005 radicación Nº 24.392, 30 de agosto de 2005 radicación Nº 25.505 y SL 5622 de 9 de abril de 2014 radicación Nº 52.072, ésta última con ponencia de la Magistrada Clara Cecilia Dueñas Quevedo ha enseñado que el dictamen emitido por una Junta de Calificación de Invalidez no es la prueba “calificada y exclusiva” para determinar la disminución de la capacidad laboral, el origen de la calificación y la fecha de estructuración de la misma, pues dicha prueba realmente es un experticio que la ley estableció que fuera practicado por unos determinados entes, sin que constituya en si una prueba solemne.

En ese sentido, el parágrafo 3º del artículo 4º del Decreto 1352 de 2013 establece: “Sin perjuicio del dictamen pericial que el juez laboral pueda ordenar a un auxiliar de la justicia, a una universidad, a una entidad u organismo competente en el tema de calificación del origen y pérdida de la capacidad laboral, el juez podrá designar como perito a una Junta Regional de Calificación de Invalidez que no sea la Junta a la que corresponda el dictamen demandado”. 

Nótese como la referida norma define que el origen y el grado de la pérdida de la capacidad laboral podrán ser modificados, si se allega al proceso dictamen efectuado únicamente por un auxiliar de la justicia, universidad, entidad diferente competente para ello como por ejemplo el Instituto de Medicina Legal y Ciencias Forenses o en su defecto, una Junta diferente a la que emitió el dictamen demandado; mientras que la fecha de estructuración es una cuestión que puede fijarse a partir de otras pruebas diferentes que pueden ser aportadas al proceso y que no necesitan de conocimientos técnico-científicos. 

EL CASO CONCRETO
Al iniciar la presente acción, el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández, después de narrar las circunstancias médicas en las que se encuentra, le atribuyó su origen y consecuente desarrollo al accidente de trabajo ocurrido el 26 de agosto de 2005, lo cual, en sentir del apoderado judicial de la AFP Protección S.A. se constituye en una confesión por parte del actor.

Ahora, para que esa afirmación pueda tomarse como una verdadera confesión, la misma debe contener los requisitos establecidos en el artículo 191 del CGP, sin embargo, basta observar la exigencia prevista en el numeral primero de la norma en cita, para llegar a la conclusión que lo expresado por el señor Jorge Eliecer Vidal Hernández en ese aspecto, no constituye confesión, en consideración a que él no tiene la capacidad jurídica para definir un aspecto técnico-científico como lo es origen de su invalidez, pues como se explicó anteriormente, esa facultad fue otorgada por el legislador a una serie de entidades que hacen parte del sistema general de seguridad social.
Como si lo anterior no fuera suficiente, pertinente es indicar que el artículo 197 del CGP prevé que “Toda confesión admite prueba en contrario”, por lo que si en gracia de discusión esas expresiones emanadas del accionante constituyeran una aparente confesión, las mismas no resultan absolutas, ya que en el curso del proceso pueden aparecer pruebas que determinen lo contrario.

Continuando con la resolución de los puntos de apelación expuestos por el apoderado judicial de la AFP Protección S.A., es del caso recordar que en la demanda –fls.2 a 13- el señor Vidal Hernández expone que ha sido objeto de varias calificaciones por parte de algunas entidades del sistema general de seguridad social, afirmación ésta que encuentra sustento en los dictámenes de calificación de invalidez expedidos por la propia AFP Protección S.A. –fls153 a 158-, Junta Regional de Calificación de Invalidez de Quindío –fls.166 a 168-, Junta Nacional de Calificación de Invalidez Sala Nº 2 –fls.171 a 174-, Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda –fls.175 a 178-; encontrándose inconforme con el grado determinado en ellas y el origen, puesto que todas ellas determinaron que las patologías por él sufridas son comunes; motivo por el que solicitó como prueba dentro del proceso, la práctica de examen pericial por parte de una entidad competente en esos asuntos; petición que fue aceptada por el juzgado de conocimiento, quien en la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y de la SS llevada a cabo el 17 de septiembre de 2015 decretó la prueba, ordenando remitir a la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda los documentos necesarios para que esa entidad practicara dicho experticio.
Atendiendo la orden judicial, la Junta Regional de Calificación de Invalidez emitió el dictamen Nº 18466497-238 el 7 de marzo de 2018 –fls.1397 a 1401-, en el que, además de determinar que la PCL del señor Jorge Eliecer Vidal Hernández había sobrepasado el 50% el 6 de enero de 2010, estando actualmente en el 68.30%, concluyó que ninguna modificación sufriría el origen establecido por todas las entidades que han tenido la oportunidad de conocer el caso del demandante, apoyando esa conclusión en que los accidentes sufridos por él en el año 2005 “… no generaron secuelas, no se encontraron alteraciones anatómicas en Resonancia Magnética ni Electromiografía tomadas posterior al evento. Se dio de alta por la especialidad, previa junta de especialistas el 14 de diciembre de 2018. Las enfermedades y síntomas que aparecen posteriormente no están relacionadas con el evento sufrido”.
En efecto, al revisar el reporte del único accidente de trabajo que se encuentra acreditado en el proceso, esto es, el ocurrido el 26 de agosto de 2005 –fl.43-, además de relacionarse los datos generales del empleador y del trabajador, en él se indica que la lesión o daño aparente sufrido por el señor Vidal Hernández se focaliza únicamente en el tobillo derecho, lo cual le generó un dolor intenso en esa región del cuerpo; afectación esta que nada tiene que ver con los diagnósticos que generan su invalidez, que según los diferentes dictámenes y en particular el expedido el 7 de marzo de 2018 –fls.1397 a 1401-, consisten en: 1. Gastritis no especificada; 2. Hipertensión esencial primaria; 3. Incontinencia fecal; 4. Incontinencia urinaria no especificada (vejiga neuropática refleja); 5. Trastorno de disco cervical con radiculopatía; 6. Trastorno del pene no especificado (Disfunción eréctil) y; 7. Trastorno depresivo recurrente, episodio depresivo grave presente, con síntomas psicóticos; patologías éstas que como ya se dijo, nada tienen que ver con la afectación que produjo en el tobillo el accidente acaecido el 26 de agosto de 2005.

Es que a pesar de que, como se ve en la historia clínica del señor Jorge Eliecer Vidal Hernández –cd folio 1388- relacionada adecuadamente en el experticio realizado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 7 de marzo de 2018 –fls.1397 a 1401-, los primeros síntomas de las patologías estructurantes de la invalidez del accionante se hicieron manifiestos a partir del 13 de marzo del año 2006, esto es, después de ocurrido el evento laboral del 26 de agosto de 2005, ello no quiere decir que las mismas se desprendan de éste, pues para que ello sea así debe existir una relación de causalidad entre el evento y los daños generadores de la invalidez, la cual, como es evidente, no se encuentra presente en el caso bajo estudio; por lo que al no existir esa relación de causalidad, no es posible atribuirle a esas patologías un origen laboral como lo pide en el recurso de apelación la AFP Protección S.A., quien, dicho sea de paso, se contradice en la sustentación del recurso con su propio experticio –fls.153 a 158- que determinó que las deficiencias, discapacidades y minusvalías del señor Vidal Hernández se originan en enfermedades comunes y no laborales.
Acreditada entonces que la invalidez del 68.30% del actor es de origen común y no existiendo inconformidad por parte de la AFP Protección S.A. en que en esas condiciones es dicha entidad la llamada a reconocer la pensión de invalidez al configurarse los requisitos objetivos para ello, se analizará el último punto de inconformidad de su apoderado judicial, consistente en que el reconocimiento de la prestación económica no puede fijarse desde el 6 de enero de 2010, pues estima que al haberse configurado el derecho con la prueba pericial practicada en el curso del proceso, es la fecha de iniciación del mismo en la que debe fijarse ese reconocimiento pensional.

Frente a este tópico, el inciso final del artículo 40 de la Ley 100 de 1993 establece que la pensión de invalidez comenzará a pagarse en forma retroactiva desde la fecha en que se produzca tal estado, por lo que al haberse configurado la invalidez del señor Jorge Eliecer Vidal Hernández el 6 de enero de 2010, tiene derecho a disfrutar la prestación económica desde ese momento, máxime cuando en el proceso se encuentra acreditado que la última incapacidad le fue cancelada por Protección S.A. el 8 de mayo de 2008, de conformidad con la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Armenia el 3 de octubre de 2011, confirmada por la Sala de Decisión Civil – Familia – Laboral del Distrito Judicial de Armenia, las cuales se encuentran inmersas en el expediente, junto con la totalidad de las actuaciones surtidas en ese proceso.
En cuanto a la contabilización del término de prescripción, en este tipo de prestación económica, al depender el reconocimiento del derecho del estado de invalidez del afiliado, el cual solo es conocido cuando se emite el correspondiente dictamen de pérdida de la capacidad laboral por la entidad facultada para ello, el mismo solo empieza a correr a partir del día siguiente en que el experticio queda en firme, tal y como lo recordó la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia en sentencia SL 1794 de 22 de mayo de 2019 radicación 79582 con ponencia del Magistrado Fernando Castillo Cadena, en los siguientes términos: 
“Esta Corte, recientemente en providencia CSJ SL 1560-2019, explicó, palmariamente y con profusión, que bien vale parafrasearla, que en tratándose del reconocimiento de la pensión de invalidez, esta solo se torna exigible para el asegurado desde que se emite y se notifica el dictamen de calificación, pues es a partir de tal data que aquél conoce el grado de la afectación a su salud y podría recriminársele su eventual inactividad o incuria en reclamar la prestación, así como considerarse el inicio del término trienal a efectos de que se consolide el fenómeno extintivo, claro está, respecto de las mesadas causadas periódicamente y no así del derecho principal, por ser este último imprescriptible.”.

Así las cosas, al haberse emitido el dictamen Nº 18466497 – 238 el 7 de marzo de 2018, el cual, valga la pena señalar, se puso a disposición de las partes durante los días 20, 21 y 22 de marzo de 2018, según constancia secretarial de 16 de marzo de 2018 –fl.1402-, sin que se presentaran objeciones al mismo, por lo que solo a partir de ese momento adquirió firmeza y por lo tanto se hizo exigible la obligación en cabeza de Protección S.A., lo que significa que ninguna de las mesadas pensionales se encuentran cobijadas por el fenómeno de la prescripción, como correctamente lo concluyó la a quo.
En cuanto a la inconformidad de la parte actora consistente en que la AFP Protección S.A. debió ser condenada en costas procesales en el curso de la primera instancia, necesario resulta advertir que estudiando la contestación de la demanda hecha por esa entidad -fls.139 a 145- no se vislumbra que la AFP haya encaminado su defensa en controvertir el origen establecido por las Juntas de Calificación de Invalidez, por el contrario, en ese aspecto sus argumentos fueron destinados a que se le diera plena validez a la última calificación expedida por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda el 27 de octubre de 2010 en el que se determinaba una PCL del actor del 36.17% estructurada el 22 de julio de 2009 y de origen común y con base en él solicitaba la absolución de la entidad del reconocimiento de la pensión de invalidez, al no alcanzar el porcentaje que legalmente se establece como invalidante; situación jurídica que solo varió cuando, dentro del proceso se emitió un nuevo experticio que cambio las condiciones del accionante; por lo que, de conformidad con el planteamiento inicial, no puede concluirse que la AFP Protección S.A. fue vencida en juicio, pues se itera, la realidad jurídico procesal en este caso varió en el curso del proceso modificando las condiciones generales para estudiar la viabilidad de la pensión de invalidez.
Bajo esos parámetros, no había lugar a imponer condena en costas a la AFP Protección S.A. en primera instancia.

Finalmente, al no haber prosperado ninguno de los argumentos esgrimidos por los apoderados judiciales de la parte actora y de la AFP Protección S.A en los recursos de apelación, no se emitirá condena en costas a favor de ninguno de los dos.

En el anterior orden de ideas, se confirmará la sentencia proferida por el Juzgado Primero Laboral del Circuito el 3 de diciembre de 2018.

En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

RESUELVE

CONFIRMAR la sentencia recurrida.
Sin costas en esta instancia.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella han intervenido.
Quienes integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES
  ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
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